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OFI12-0027448-DAL-3200
Bogotá D.C., Miércoles 24 de Octubre de 2012

Doctor
JESÚS ALFONSO RODRÍGUEZ CAMARGO

Secretario General

Cámara de Representantes 

Congreso de la República de Colombia

Bogotá

Asunto: Proposición No. 044 de 2012
Apreciado señor Secretario General:

Es compromiso del Ministerio del Interior proveer a los Honorables Congresistas de la información requerida, para el ejercicio constitucional y legal de control político que el Congreso de la República ejerce sobre el Gobierno Nacional. Por lo anterior y en atención a la proposición del asunto, me permito dar respuesta en los siguientes términos:

1. De acuerdo con el Decreto 2041 de 1991 y las funciones de inspección y vigilancia sobre las sociedades de gestión colectiva de los derechos de autor, refiera cuál es su concepto jurídico sobre la legalidad de los contratos suscritos por los autores y compositores socios de Sayco, bajo la vigencia del artículo 74, 151, 182 y 183 de la ley 23 de 1982. Conc. con los artículos 29 y s.s. de la Decisión Andina 351 de 1993, y s.s. en cuanto a la prohibición expresa de ceder la titularidad de los derechos intelectuales en forma permanente y absoluta.

Como quiera que las facultades de inspección, vigilancia y control que el Estado ejerce sobre las sociedades de gestión colectiva de derechos de autor o de derechos conexos, se encuentran radicadas de manera exclusiva en la Unidad Administrativa Especial - Dirección Nacional de Derecho de Autor (en adelante “DNDA”), entidad adscrita a este Ministerio, procedemos a dar respuesta en los mismos términos en que contestó la mencionada Entidad a la pregunta No. 2 de su cuestionario.  

 

“De conformidad con el artículo 2 del Decreto 2041 de 1991, es competencia de la Dirección Nacional de Derecho de Autor (en adelante “DNDA”), lo siguiente:

 

“(…) el diseño, dirección, administración y ejecución de políticas gubernamentales en materia de derechos de autor; llevar el registro nacional de obras literarias y artísticas y ejercer la inspección y vigilancia sobre las sociedades de gestión colectiva de los derechos reconocidos en la Ley 23 de 1982 y demás disposiciones; (…)  otorgar las reservas de nombres de medios de comunicación”

 

Como puede advertirse de la lectura del artículo antes citado, este Ministerio no tiene dentro de sus competencias la facultad de realizar un pronunciamiento sobre “la legalidad de los contratos suscritos por los autores y compositores socios de Sayco”. La labor de establecer si un determinado contrato se ajusta o no a la Ley corresponde, de manera exclusiva, a los jueces de la republica de acuerdo con lo dispuesto por los artículos 242 y 243 de la Ley 23 de 1982.
No obstante lo anterior, es preciso señalar que en términos generales, la legislación colombiana, a través de la Ley 23 de 1982, la Decisión Andina 351 de 1993, la Ley 1520 de 2012 y la adhesión del país a los diferentes instrumentos internacionales, reconoce a los autores de obras literarias y artísticas, un conjunto de derechos de tipo moral y patrimonial.

Los derechos morales facultan al autor para reivindicar en todo tiempo la paternidad de la obra, oponerse a toda deformación que demerite su creación, publicarla o conservarla inédita, modificarla y a retirarla de circulación. Estos derechos se caracterizan por ser intransferibles, irrenunciables e imprescriptibles. 

Específicamente, los derechos morales consagrados en nuestro ordenamiento jurídico son los siguientes:

a. Derecho de paternidad: consiste en la facultad que tiene el autor para exigir que se le reconozca siempre como creador de su obra, indicando su nombre o seudónimo en todo acto de explotación o utilización.

b. Derecho de integridad: es la facultad que tiene el autor para oponerse a toda deformación o mutilación de la obra que atente contra el decoro de la misma o la reputación del autor.

c. Derecho de inédito: es la facultad que tiene el autor para dar a conocer o no su obra al público.

d. Derecho de modificación: es la facultad que permite al autor hacer cambios a su obra antes o después de su publicación.

e. Derecho de retracto: es la facultad que tiene el autor de retirar de circulación una obra o suspender su utilización, aun cuando hubiera sido previamente autorizada (Art. 11 y 12 de la Decisión Andina 351 de 1993 y 30 de la Ley 23 de 1982).

Por otro lado, debe tenerse en cuenta que los derechos patrimoniales son el conjunto de prerrogativas que le permiten al titular explotar su obra a título gratuito u oneroso. Constituyen la facultad exclusiva para realizar, autorizar o prohibir cualquier utilización de la obra, como por ejemplo las siguientes:

a. Reproducción: es el acto que consiste en fijar la obra u obtener copias, de toda o parte de ella, por cualquier medio o procedimiento, conocido o por conocer.

b. Comunicación pública: es el acto por el cual un grupo de personas reunidas o no en un mismo lugar, puede tener acceso a la obra sin previa distribución de ejemplares de cada una de ellas.

c. Distribución: es el acto de puesta a disposición al público de ejemplares tangibles de la obra mediante la venta, arrendamiento o alquiler.

d. Transformación: es acto de adaptación, arreglo o cualquier otra transformación de la obra (Art. 13 Decisión Andina 351 de 1993 y 12 de la Ley 23 de 1982). 

A diferencia de los derechos morales, los derechos patrimoniales son susceptibles de transmitirse tanto por acto entre vivos como por causa de muerte a los herederos o causahabientes, de forma parcial o total. 

En este orden de ideas, en relación con los derechos patrimoniales, la legislación distingue dos clases de titulares. Por un lado se encuentran los autores o titulares originarios, es decir las personas naturales que realizan la labor intelectual de creación artística o literaria
, y por el otro, se encuentran los titulares derivados, definidos como “las personas físicas o jurídicas que han recibido la titularidad de algunos de los derechos de autor”
, es decir, corresponden a terceros diferentes al creador, que han adquirido total o parcialmente los derechos patrimoniales que le correspondían al primero.

Entre las diferentes formas de transmisión de los derechos patrimoniales de autor se pueden enunciar las siguientes: (i) el contrato de cesión o transferencia de derecho de autor (Art. 183 de la Ley 23 de 1982); (ii) las obras realizadas por encargo (Art. 20 Ley 23 de 1982); (iii) la cesión por ministerio de la ley de las obras creadas por empleados o funcionarios públicos en cumplimiento de sus obligaciones (Art. 91 Ley 23 de 1982) y; (iv) la transmisión por causa de muerte (Art. 4, literal e) Ley 23 de 1982). 

i. Contrato de cesión o transferencia

El contrato de cesión o transferencia de derechos patrimoniales, también denominada cesión convencional, está regulado por el artículo 182
 y siguientes de la Ley 23 de 1982.

De manera concreta el artículo 183 de la Ley 23 de 1982, modificado por el artículo 30 de la Ley 1450 de 2011 dispone:

“Artículo 183. Los derechos patrimoniales de autor o conexos pueden transferirse por acto entre vivos, quedando limitada dicha transferencia a las modalidades de explotación previstas y al tiempo y ámbito territorial que se determinen contractualmente. La falta de mención del tiempo limita la transferencia a cinco (5) años, y la del ámbito territorial, al país en el que se realice la transferencia.”

Los actos o contratos por los cuales se transfieren, parcial o totalmente, los derechos patrimoniales de autor o conexos deberán constar por escrito como condición de validez. Todo acto por el cual se enajene, transfiera, cambie o limite el dominio sobre el derecho de autor, o los derechos conexos, así como cualquier otro acto o contrato que implique exclusividad, deberá ser inscrito en el Registro Nacional del Derecho de Autor, para efectos de publicidad y oponibilidad ante terceros.

Será inexistente toda estipulación en virtud de la cual el autor transfiera de modo general o indeterminable la producción futura, o se obligue a restringir su producción intelectual o a no producir.

Es preciso aclarar que antes de la modificación efectuada por el artículo 30 de la Ley 1450 de 2011, el artículo 183 de la Ley 23 de 1982 establecía lo siguiente:

“Artículo 183. Todo acto de enajenación del derecho de autor sea parcial o total, debe constar en escritura pública, o en documento privado reconocido ante notario, instrumentos que, para tener validez ante terceros, deberán ser registrados en la oficina de registros de derechos de autor, con las formalidades que se establecen en la presente Ley”.

ii. Obra por encargo

Su regulación se encuentra en el artículo 20 de la Ley 23 de 1982, modificado por el artículo 28 de la Ley 1450 de 2011, el cual establece:

“Artículo 20. En las obras creadas para una persona natural o jurídica en cumplimento de un contrato de prestación de servicios o de un contrato de trabajo, el autor es el titular originario de los derechos patrimoniales y morales; pero se presume, salvo pacto en contrario, que los derechos patrimoniales sobre la obra han sido transferidos al encargante o al empleador, según sea el caso, en la medida necesaria para el ejercicio de sus actividades habituales en la época de creación de la obra. Para que opere esta presunción se requiere que el contrato conste por escrito. El titular de las obras de acuerdo a este artículo podrá intentar directamente o por intermedia persona acciones preservativas contra actos violatorios de los derechos morales informando previamente al autor o autores para evitar duplicidad de acciones.” 

Es preciso señalar que antes de la entrada en vigencia de la Ley 1450 de 2011, esto es el 16 de junio de 2011, la regulación de la obra por encargo era sustancialmente diferente, estableciéndose en el entonces vigente artículo 20 de la Ley 23 de 1982 las siguientes condiciones para que operara la transferencia de derechos: 

“Artículo 20 (antes de la Ley 1450 de 2011). Cuando uno o varios autores, mediante contrato de servicios, elaboren una obra según plan señalado por persona natural o jurídica y por cuenta y riesgo de ésta, solo percibirán, en la ejecución de ese plan, los honorarios pactados en el respectivo contrato. Por este sólo acto, se entiende que el autor o autores transfieren los derechos sobre la obra, pero conservarán las prerrogativas consagradas en el artículo 30 de la presente Ley, en sus literales a) y b)”. 

iii. Obras creadas por empleados o funcionarios públicos en cumplimiento de sus obligaciones
Al respecto el artículo 91 de la Ley 23 de 1982 establece: 

“Artículo 91. Los derechos de autor sobre las obras creadas por empleados o funcionarios públicos en cumplimiento de las obligaciones constitucionales y legales de su cargo, serán de propiedad de la entidad pública correspondiente. 
Se exceptúan de esta disposición las lecciones o conferencias de los profesores. 
Los derechos morales serán ejercidos por los autores, en cuanto su ejercicio no sea incompatible con los derechos y obligaciones de las entidades públicas afectadas.

iv. Transmisión por causa de muerte

El derecho patrimonial que el autor ejerce sobre su obra constituye una forma especial de propiedad privada. Dicha propiedad, en términos generales, se rige bajo los mismos principios de cualquier otra forma de dominio. En esa medida, los derechos patrimoniales de autor son susceptibles de ser transferidos a los herederos del autor cuando este muera, como lo señala el artículo 4, literal e) de la Ley 23 de 1982, al precisar que entre las diferentes clases de titulares de derecho de autor se encuentran “los causahabientes a título universal o singular” de los autores. 

No obstante lo anterior, debe aclararse que la legislación autoral no profundiza ni establece reglas especiales en lo relacionado con la transmisión sucesoral del derecho de autor, por lo que las particularidades se rigen por las normas generales que regulan la materia, esto es, el Libro Tercero de Código Civil.

Con fundamento en las anteriores consideraciones y de conformidad con el artículo 182 de la Ley 23 de 1982, es posible concluir que no existe prohibición alguna según la cual los autores no puedan ceder la titularidad de sus derechos patrimoniales, toda vez que la norma citada es clara en señalar que “los titulares de los derechos de autor y de los derechos conexos podrán transmitirlo a terceros en todo o en parte, a título universal o singular”. En igual sentido, la ley establece diferentes mecanismos por medio de los cuales puede efectuarse la transferencia de los derechos patrimoniales de autor. 

En conclusión, la normatividad actualmente vigente faculta a los autores de obras artísticas o literarias para ceder la titularidad de todos sus derechos patrimoniales, en las condiciones y por el tiempo que consideren pertinentes, en ejercicio de su autonomía privada y conforme a su libertad contractual.   

2. 
Puntualice cuál fue el pacto de honor expresado de manera pública entre el señor Alberto Urrego con el Ministro German Vargas Lleras, quien en ese entonces encabezaba el Ministerio del Interior.”

No tenemos conocimiento del presunto pacto al que se refiere la pregunta. 

3. Informe a esta plenaria desde su punto de vista jurídico, y de acuerdo al ordenamiento jurídico Colombiano, si es legal que el Consejo Directivo, estando inhabilitado según el Capítulo XV, Artículo 66 y literal h. de los Estatutos de SAYCO, haya nombrado al doctor Ricardo Lozano en el cargo de gerente con un sueldo de Veintisiete Millones de pesos Mensuales ($27.000.000.oo)?.

Sobre el particular es preciso señalar que al momento de la designación del señor Ricardo Lozano en el cargo de Gerente General de SAYCO, el Consejo Directivo de dicha sociedad se encontraba en pleno ejercicio de sus funciones, por cuanto no pesaba sobre este ninguna medida judicial o administrativa que impidiera a sus miembros el pleno ejercicio de sus funciones.

En ese mismo sentido, la designación del señor Ricardo Lozano como Gerente General de SAYCO, se efectuó en la sesión del Consejo Directivo realizada el día 19 de enero de 2012, fecha en la cual dicho órgano de dirección se encontraba en el pleno ejercicio de las funciones establecidas en los artículos 18 de la Ley 44 de 1993 y 51, literal e), de los Estatutos de SAYCO.

Finalmente, debe señalarse que las sociedades de gestión colectiva son autónomas en la fijación de la remuneración de sus administradores. 

4. 
Señale quién nombró al director jurídico de Sayco Doctor Alfredo  Vega Jaramillo. Aun teniendo en cuenta que no había gerente nombrado. Indique la legalidad del nombramiento, aunque este funcionario ya haya sido despedido.

Conforme a la información que reposa en los archivos de la DNDA, en la reunión del Consejo Directivo de SAYCO celebrada el 1 de agosto de 2012, se aprobó el nombramiento del señor Alfredo Vega como Director Jurídico de la sociedad, quien fue desvinculado el 27 de septiembre de 2012, tal designación se dio en ejercicio de la autonomía propia de la sociedad y de sus órganos directivos.
Es importante señalar que el nombramiento del señor Alfredo Vega como Director Jurídico de SAYCO no requería ser inscrito en esta Dirección, teniendo en cuenta que el artículo 33 de la Ley 44 de 1993, establece específicamente que únicamente deben inscribirse ante la DNDA los miembros del Consejo Directivo, los integrantes del Comité de Vigilancia, el Gerente, el Secretario, el Tesorero y el Revisor Fiscal.”.

5. 
Desde su punto de vista jurídico, refiera hasta qué punto es legal la permanencia de los editores dentro de la Sociedad de Autores y Compositores de Colombia Sayco, teniendo en cuenta que según el marco normativo de derechos de autor en Colombia no es permisible que una persona pertenezca a dos sociedades de gestión colectiva a la vez, ya que los editores entraron a ser socios de Sayco siendo estos a su vez miembros de la sociedad de gestión colectiva Sonata. ¿El simple paso del tiempo hace que este acto ilegal se convierta en legal? O definitivamente es competencia de la Dirección Nacional de Derechos de Autor controlar la legalidad de los actos que se llevan a cabo en las sociedades de gestión colectiva, Teniendo en cuenta el artículo 45 literal K de la decisión andina 351 en cuanto a la pertenencia simultanea de estos en la sociedad Sonata y Sayco.

Las editoras musicales son personas jurídicas de derecho privado, especializadas en la gestión de derechos patrimoniales de autor y la comercialización de repertorios de obras musicales.

Por regla general las editoras musicales son titulares de derechos patrimoniales sobre obras musicales, dado que contractualmente adquieren tales derechos directamente de los autores (compositores) de las obras. En este sentido, una editora musical es un titular derivado de derechos patrimoniales de autor sobre obras musicales.   

En virtud de los contratos de cesión de derechos patrimoniales sobre obras musicales que celebran las editoras con los autores, habitualmente se pacta un porcentaje de las remuneraciones derivadas por la explotación de las obras a favor del autor y otro porcentaje a favor de la editora.

Es preciso señalar que mediante la Resolución 327 del 24 de mayo de 1990 la Alcaldía Mayor de Bogotá concedió personería jurídica a la Asociación Colombiana de Editoras de Música ACODEM.

Por su parte, a través de la Resolución No. 1098 del 31 de octubre de 1994, la Dirección Nacional de Derecho de Autor concedió Personería Jurídica a la Sociedad Nacional de Autores y Editores SONATA. 

El 17 de diciembre de 1996 se suscribió el “CONVENIO PARA EL DESARROLLO DE LA GESTIÓN COLECTIVA DEL DERECHO DE AUTOR EN COLOMBIA, entre ACODEM y SAYCO”. A través de este convenio, SAYCO admitió como socios a los editores que cumplan los requisitos establecidos al efecto y se comprometió a pagar la suma de $550 millones de pesos a favor de ACODEM, por concepto de la comunicación pública de su repertorio correspondiente los años 1994, 1995 y primer semestre de 1996.   

Mediante la Resolución No. 009 del 31 de enero de 1997 la DNDA canceló la personería jurídica de la Sociedad Nacional de Autores y Editores SONATA. En dicho acto administrativo se señaló como de carácter relevante el hecho de haberse presentado “el retiro del grupo de socios correspondiente a los editores, habida cuenta de la renuncia presentada a la sociedad el día 19 de diciembre de 1996 por parte de PRODEMUS LTDA., EDIMUSICA LTDA., SONY MUSIC ENTERTAINMENT COLOMBIA S.A., EDIPROM LTDA., FONDO MUSICAL LTDA., SONOINTER S.A., BMG ARIOLA DE COLOMBIA S.A. y POLYGRAM COLOMBIA S.A., así como la renuncia presentada el día 19 de enero de 1997 por parte de EDIMUCOSTA LTDA…”.    

En relación con la pregunta de quiénes pueden constituir y ser miembros de una sociedad de gestión colectiva, el artículo 10 de la Ley 44 de 1993 establece:

“Artículo 10. Los titulares de derechos de autor y derechos conexos podrán formar sociedades de gestión colectiva de derechos de autor y derechos conexos, sin ánimo de lucro con personería jurídica, para la defensa de sus intereses conforme a las disposiciones establecidas en la Ley 23 de 1982 y en la presente Ley.” (Negrilla fuera de texto).
La Ley 44 de 1993, no prohíbe que los titulares derivados de derecho de autor (por ejemplo los editores musicales) formen parte de una sociedad de gestión colectiva. 

El Tribunal de Justicia de Comunidad Andina en la interpretación prejudicial No. 22- IP-98, solicitada por el Consejo de Estado de Colombia tuvo la oportunidad de referirse al tema señalando: 

“….Las sociedades de gestión colectiva del derecho de autor y de los derechos conexos, son organizaciones de derecho privado destinadas a representar a los titulares de estos derechos en interés general de los asociados, que hacen posible el ejercicio colectivo de los derechos patrimoniales de autor y de derechos conexos. Pueden ser socios de las sociedades de gestión colectiva los autores y los titulares de derechos de autor, de una parte y los titulares de derechos conexos de otra, pudiendo converger en una misma sociedad, titulares originarios y derivados de una misma rama de la actividad autoral.” (Negrilla y subrayado fuera de texto)

Por su parte el Consejo de Estado, Sección Primera, en Sentencia del 15 de abril de 1999 señaló
: 

“No es aceptable pues para este Tribunal que los titulares originarios y derivados estén impedidos de participar como miembros de una misma sociedad de gestión colectiva….” 

(...)

“Lo anterior deja sin sustento los citados cargos, ya que los titulares originarios y derivados de derecho de autor sí pueden considerarse como pertenecientes a una misma actividad.” (Negrilla y subrayado fuera de texto).

En conclusión, bajo la regulación existente en el ordenamiento jurídico colombiano, es perfectamente viable que una sociedad de gestión colectiva de derecho de autor se integre por socios autores (titulares originarios) y socios editores (titulares derivados). 

6. 
Consecuentemente exprese su concepto jurídico referente a si es posible o no que se puedan gestionar derechos de autor y derechos conexos de manera simultánea en la misma entidad. 

El artículo 12 de la Ley 44 de 1993, establece que las sociedades de gestión colectiva “…no podrán funcionar con menos de cien (100) socios, quienes deberán pertenecer a la misma actividad” (Negrilla fuera de texto). En este mismo sentido, la Decisión Andina 351 de 1993 en el literal b) del artículo 45 dispone que las sociedades de gestión colectiva deben tener como objeto social “…la gestión del Derecho de Autor o de los Derechos Conexos…” (Negrilla fuera de texto).

En esa medida una sociedad de gestión colectiva no podrá, por expresa prohibición legal, gestionar simultáneamente derechos de autor y derechos conexos, debiéndose enmarcar su objeto social en la administración de alguno de ellos. 

En atención a lo anterior, la DNDA ha otorgado personería jurídica y autorización de funcionamiento a las sociedades de gestión colectiva cuyo objeto social se enmarca en la administración de los derechos de autor o de los derechos conexos, como se expone a continuación: 

· Sociedad de Autores y Compositores de Colombia, SAYCO, cuyo objeto principal, de conformidad con sus estatutos, es la gestión del derecho de autor de obras musicales. Esta sociedad agrupa autores y editores musicales.

· Asociación Colombiana de Intérpretes y Productores Fonográficos, ACINPRO, cuyo objeto es la gestión de los derechos conexos derivados de la comunicación pública de la música fonograbada que correspondan a los artistas intérpretes o ejecutantes y a los productores de fonogramas.
· ACTORES Sociedad Colombiana de Gestión, la cual tiene como objeto social la gestión del derecho conexo de comunicación pública de interpretaciones y ejecuciones audiovisuales. 

· Centro Colombiano de Derechos Reprográficos -CEDER, cuyo objeto es la gestión del derecho patrimonial de reproducción reprográfica sobre obras literarias. 
· Entidad de Gestión de Derechos de los Productores Audiovisuales de Colombia, EGEDA Colombia, cuyo objeto es la gestión de los derechos de los productores de obras audiovisuales y cinematográficas”.

7. 
Exprese si es cierto o no que la Dirección Nacional de Derechos de Autor ha ejercido el control de legalidad obligatorio sobre los estatutos de las Sociedades de Gestión Colectiva en Colombia.

Es cierto, la DNDA ha ejercido y ejerce control de legalidad sobre los estatutos de las sociedades de gestión colectiva conforme lo disponen el artículo 24 de la Ley 44 de 1993 y el numeral 7 del artículo 27 de la Ley 1493 de 2011.

8. 
Teniendo en cuenta que es el este (sic) Ministerio el encargado de velar por los Derechos de Autor y conexos, explique desde su punto de vista jurídico y con argumentaciones bien sea doctrinales, normativas o jurisprudenciales: si la inclusión de los editores en Sayco es legal o no lo es, aun teniendo en cuenta la existencia del artículo 74 de la ley 23 que prohíbe la cesión de la titularidad de los derechos de autor.

El artículo 74 de la Ley 23 de 1982 tan solo prevé que el contrato en virtud del cual el titular de derecho de autor autoriza a un productor fonográfico para grabar sus obras, en ningún caso conlleva la cesión del derecho de ejecución en público, el cual valga la pena decir, es tan solo una especie de comunicación pública y uno de los tantos derechos con los que cuentan los titulares de derecho de autor. En consecuencia, no es posible sostener que esta disposición prohíba de manera general la cesión del derecho de autor, máxime cuando, como se ha señalado, el artículo 182 de la Ley 23 de 1982 dispone que “los titulares de los derechos de autor y de los derechos conexos podrán transmitirlo a terceros en todo o en parte, a título universal o singular”.

9. 
¿Es posible que a una sociedad sin ánimo de lucro, pertenezca a su vez una sociedad con ánimo de lucro?

En términos generales no existe una limitación legal que impida a una sociedad sin ánimo de lucro pertenecer a una entidad con ánimo de lucro. Este aspecto podría ser objeto de regulación en los estatutos sociales de la respectiva organización.

En el caso concreto de las sociedades de gestión colectiva, el artículo 10 de la Ley 44 de 1993 establece que los titulares de derecho de autor o de derechos conexos pueden formar sociedades de gestión colectiva para la defensa de sus derechos. Como se advierte, la norma solo trae como requisito que se trate de un titular de derechos de autor o derechos conexos, sin que sea relevante que se trate de una persona natural o jurídica, con o sin ánimo de lucro.

10. 
Es posible que una sociedad creada única y exclusivamente para personas naturales a su vez se incluyan posteriormente personas jurídicas? O debe la Superintendencia de Sociedades Controlar esas irregularidades?
Entendiendo que su pregunta hace referencia a las sociedades de gestión colectiva, le reitero lo señalado en el artículo 10 de la Ley 44 de 1993, de acuerdo con el cual las sociedades de gestión colectiva de derecho de autor o de derechos conexos pueden estar conformadas por personas naturales o jurídicas, siempre que sean titulares de los derechos que estas administran.

Por otro lado, quien ejerce las funciones de inspección, vigilancia y control sobre las sociedades de gestión colectiva es la Dirección Nacional de Derechos de Autor.

11.       Explique por qué la DNDA solo actuó por medio de la presión que se hizo mediante la toma por parte de los autores y compositores de Colombia en las instalaciones de Sayco, a fin de realizar la necesaria intervención respecto de sus obligaciones de control y vigilancia sobre las sociedades de gestión colectiva de derechos de autor, para que se removiera el Consejo Directivo y al Comité de Vigilancia que habían sido sancionados por la Resolución 014 de Enero de 2012 y, a pesar de eso, seguían en sus funciones violando el Capítulo XV, Artículo 66 y literal h. de los estatutos de SAYCO, por lo que todas las decisiones tomadas por el Consejo Directivo y el Comité de Vigilancia, desde la promulgación de la Resolución 014 en adelante, son ilegales.

En primera medida debe aclararse que los hechos materia de investigación, por los cuales se profirió la Resolución No. 014 de 2012, acaecieron con anterioridad a la expedición de la Ley 1493 del 26 de diciembre de 2011, por medio de la cual se otorgó la facultad para iniciar investigaciones, imponer sanciones y ordenar la remoción de los directivos y demás administradores de las sociedades de gestión colectiva. 

Por tal motivo, con el acto administrativo antes mencionado no se impuso ninguna sanción a los miembros del Consejo Directivo o del Comité de Vigilancia de SAYCO, puesto que la DNDA no podía aplicar la Ley 1493 del 26 de diciembre de 2011 de manera retroactiva.  

La medida cautelar impuesta por parte de la DNDA mediante la Resolución No. 206 del 10 de agosto de 2012, consistente en la suspensión de los miembros del Consejo Directivo de SAYCO y la consecuente suspensión de la inscripción de sus nombres, no tuvo su origen en los hechos que rodearon la toma de la sede de dicha sociedad por parte de un grupo de autores y compositores.

Dicha medida de suspensión de los miembros del Consejo Directivo, se adoptó con fundamento en algunos hechos que se evidenciaron en el marco de las diligencias preliminares adelantadas por la DNDA, con motivo de una serie de denuncias efectuadas por la señora ARACELI MORALES LOPEZ con posterioridad a su renuncia al cargo de Gerente General de SAYCO.  

Ahora bien, vale la pena mencionar que la toma de la sede de SAYCO por parte de un grupo de autores y compositores, tuvo lugar a partir del día 8 de agosto de 2012 y que la DNDA venía adelantando con anterioridad una serie de actuaciones administrativas, en el marco de las funciones de inspección, vigilancia y control, como se evidencia a continuación:

· Investigación Noviembre de 2011 – Resolución 014 de 2012 

En noviembre de 2011, se inició una investigación administrativa en contra de SAYCO relacionada con la contratación y el reconocimiento irregular de anticipos por parte del ex Gerente General de la sociedad. Como consecuencia de las irregularidades encontradas, la DNDA sancionó a la mencionada Sociedad con la suspensión de la personería jurídica y autorización de funcionamiento por el término de un (1) mes y multa de 50 salarios mínimos legales vigentes.

Así mismo, se exhortó a los asociados para que analicen la viabilidad de ejercer acciones de repetición en contra de los administradores, se compulsaron copias a la Fiscalía para que investigue la posible comisión de delitos (posiblemente administración desleal contemplada en el Estatuto Anticorrupción) y se compulsaron copias a la Junta Central de Contadores para que investigue al Revisor Fiscal de SAYCO.

· Investigación planillas y bienestar social

Como consecuencia de las diferentes quejas relacionadas con el manejo de planillas de ejecución pública y programas de bienestar social, la DNDA inició en el mes de febrero de 2012, una investigación en contra de SAYCO, cuyos principales hallazgos fueron:
i. SAYCO no distribuyó entre sus socios algunos de los dineros recaudados en cable operadores y organismos de radiodifusión.

ii. Los procedimientos de recopilación de información previstos por SAYCO, a través de planillas de ejecución, no garantizan distribuciones equitativas en forma proporcional a la utilización real de las obras gestionadas. La sociedad tampoco cuenta con medios técnicos adecuados para identificar el uso real de las obras musicales objeto de su gestión.

iii. SAYCO ha reconocido el ingreso a programas de bienestar social sin el cumplimiento de los requisitos establecidos en el instructivo de bienestar societario.

v. SAYCO reconoce beneficios de bienestar social a dos (2) socios fallecidos, e incluso en uno de los casos pagó un reconocimiento económico durante cinco meses después del fallecimiento del socio.
vi. SAYCO incumplió con la obligación de otorgar información completa y oportuna a sus asociados sobre la gestión de los derechos que administra.
vi. Se encontró que algunos funcionarios de SAYCO se inmiscuían en la política interna de la sociedad, vulnerando los estatutos. 

· Investigación contratos de obra por adecuaciones físicas de la Fundación SAYCO (Casa SAYCO). 

En el mes de febrero de 2012 la DNDA inició una investigación en contra de SAYCO con el fin de constatar las irregularidades advertidas en la contratación de las adecuaciones y reformas de la casa SAYCO. 

De acuerdo con la información recaudada en el transcurso de las diligencias preliminares, se encontró que los pagos realizados a algunos contratistas, presuntamente, fueron realizados por sumas superiores a las estipuladas dentro de los mismos contratos, en consecuencia, con el propósito de constatar la existencia de dichas irregularidades, se ordenó dar apertura a la investigación.

La investigación se encuentra en etapa probatoria. 

· Investigación agosto de 2012 – Caso renuncia Araceli Morales
La DNDA a través de auto del 2 de agosto de 2012, ordenó la apertura de unas diligencias preliminares con la finalidad de indagar sobre los hechos que originaron la renuncia de la ex gerente general de SAYCO, Araceli Morales López y por lo manifestado por ella en algunos medios de comunicación.

En el transcurso de las mencionadas diligencias preliminares, esta Dirección, en ejercicio de las nuevas facultades de inspección, vigilancia y control sobre las sociedades de gestión colectiva, que le otorga la Ley 1493 de 2011, decretó como medida cautelar, a través de la Resolución 206 de 2012, la suspensión de los miembros del Consejo Directivo de SAYCO.

Así mismo, fue designado por la DNDA en el cargo de Gerente General de SAYCO, de manera provisional, el señor ANDRÉS ESPINOSA PULECIO, quien cuenta con las facultades otorgadas al Consejo Directivo, al Presidente del Consejo Directivo y al Gerente General. 

Ahora bien, con base en los hallazgos encontrados y la información suministrada, la DNDA a través de la Resolución No. 287 de 2012 adoptó la decisión de abrir formalmente investigación en contra de los miembros del Consejo Directivo de SAYCO y del Revisor Fiscal e imputar cargos por las presuntas irregularidades en la gestión y administración de los recursos de la sociedad. 

Adicionalmente, dentro de la mencionada investigación, la DNDA adoptó como medida cautelar la suspensión provisional del revisor fiscal de la Sociedad a través de la Resolución No. 287 de 2012.

12. 
Con ocasión del trámite del Proyecto de Ley 202 de 2012 Cámara, respecto de los reglamentos internos y las tarifas que deberán tener las entidades de gestión; ¿el Gobierno nacional se basara en el  (Sic) “El Libro el Cambio de Sayco” en el cual se recomienda una tarifa decreciente en contra de la Decisión Andina 351 artículo 48?. Para más ilustración la tarifa estipulada es la siguiente:

De 0 a 500 millones 7% 


De 500 a 1.500 millones 6% 


De 1.500 a 3.500 millones 5.25% 


De 3.500 en adelante 5%

El texto del Proyecto de Ley 202 de 2012 Cámara es fruto del trabajo de una comisión interdisciplinaria en la cual participaron los principales sectores vinculados al derecho de autor en Colombia
. Ahora bien, en lo relativo a la regulación de tarifas, la iniciativa legislativa mantiene la filosofía contenida en la Decisión Andina 351 de 1993 y en la Ley 23 de 1982, según la cual las tarifas responden al ejercicio de un derecho eminentemente privado. 

De tal forma, el Proyecto de Ley se limita a establecer criterios que deben atender las sociedades de gestión colectiva al momento de fijar tarifas por los derechos que administran (Artículo 26). La iniciativa en ningún momento impone montos tarifarios, dejando este aspecto a la autonomía de las sociedades y a las negociaciones que estas adelanten con sus usuarios. 

13.   Ustedes como ministerio sustentan que en Colombia solo existen 2 sociedades de gestión colectiva acreditadas para hacerlo, qué medidas ha tomado este ministerio o refiera la legalidad entidades como: ASDAYC, ACSDAYC, OGA, ACUSMUN, ACSIJAIC, ACIMCOL, ASOMUSICOL, SACIC, ANAICOL, AGENDAYCOL, entre otras. 

En Colombia existen cinco (5) sociedades de gestión colectiva que cuentan con personería jurídica y autorización de funcionamiento por parte de la DNDA cuyo objeto social se enmarca en la administración de los derechos de autor o de los derechos conexos, así:  

· Sociedad de Autores y Compositores de Colombia, SAYCO, cuyo objeto principal, de conformidad con sus estatutos, es la gestión del derecho de autor de obras musicales. Esta sociedad agrupa autores y editores musicales.

· Asociación Colombiana de Intérpretes y Productores Fonográficos, ACINPRO, cuyo objeto es la gestión de los derechos conexos derivados de la comunicación pública de la música fonograbada que correspondan a los artistas intérpretes o ejecutantes y a los productores de fonogramas.
· ACTORES, la cual tiene como objeto social la gestión del derecho conexo de comunicación pública de interpretaciones y ejecuciones audiovisuales. 

· Centro Colombiano de Derechos Reprográficos -CEDER, cuyo objeto es la gestión del derecho patrimonial de reproducción reprográfica sobre obras literarias. 
· Entidad de Gestión de Derechos de los Productores Audiovisuales de Colombia, EGEDA Colombia, cuyo objeto es la gestión de los derechos de los productores de obras audiovisuales y cinematográficas.

De otro lado, es importante precisar que el Ministerio del Interior, por intermedio de la DNDA, no es competente para inspeccionar, vigilar o controlar a personas diferentes a las sociedades de gestión colectiva, ni para declarar la legalidad de las actuaciones de las entidades a las que hace referencia la pregunta.  

La gestión del derecho de autor de manera individual o a través de otras formas de asociación es permitida por el ordenamiento jurídico, tal como lo ha precisado la Corte Constitucional en las sentencias C-509 de 2004, C-424 de 2005 y C-833 de 2007.

No obstante lo anterior, la DNDA ha emitido diversas Circulares
 en las cuales se precisa que los gestores individuales únicamente pueden cobrar por sus repertorios de acuerdo a lo establecido en los artículos 1 del Decreto 3942 de 2010 y 31 del Decreto 1258 de 2012. Lo consignado en dichas circulares se refleja en los diferentes conceptos emitidos por la DNDA, así como en las jornadas de capacitación dictadas por los funcionarios de esta Entidad.  

Por otro lado, es importante mencionar que el Ministerio del Interior sometió a consideración del H. Congreso de la República el Proyecto de Ley 202 de 2012, Cámara, el cual contiene importantes normas que tienen como finalidad regular íntegramente la actividad de la gestión individual y de las otras formas de asociación, incluyendo competencias de inspección y vigilancia en cabeza de la DNDA.

14. 
Cuál es el tratamiento que acciones ha tomado este ministerio en cuanto a las quejas recibidas por parte de los socios, y antiguos socios de Sayco, y los usuarios de las obra administradas por esa sociedad?. Cuántas de estas quejas han sido resueltas? Y en qué etapa procesal se encuentran?. Cuál es el tiempo que se tardan en resolver dichas quejas? ¿Cuántos de los derechos de petición, radicados solicitando información sobre los directivos de Sayco, han sido respondidos de fondo y dando solución inmediata a las peticiones?

Desde noviembre del año 2011 se han radicado más de 600 peticiones presentadas por los socios y usuarios ante este Ministerio y/o la DNDA, las cuales fueron atendidas en su totalidad dentro del término legal. 

Aquellas peticiones que sugerían presuntas irregularidades en la administración de las sociedades de gestión colectiva fueron tenidas en cuenta en el marco de las investigaciones administrativas adelantadas en contra de SAYCO, ACINPRO, y de  la Organización Recaudadora Sayco- Acinpro, como se detalla en la respuesta a la pregunta siguiente.

15. Por favor hacer un informe detallado del estado, cantidad, tratamiento y estado procesal, tiempo de respuesta de las quejas que se han instaurado por: 

· Falta de claridad y transparencia en las liquidaciones correspondientes a los socios. 

· Pagos inferiores a los que consideran justos los autores sobre los usos de sus propias obras 

· Cobros excesivos a los establecimientos. 

· Falta de claridad y transparencia en la manipulación de planillas base de las liquidaciones. 

· Las planillas no corresponden al uso real de la música. 

· Falta de rotación en los miembros del Consejo Directivo y del Comité de Vigilancia de la sociedad. 

· Despilfarro y gastos exagerados por parle de los directivos de la sociedad. 

· Tratamiento discriminatorio por parle de los directivos a algunos socios (favorecimiento a otros). 

Cada uno de estos temas fue objeto de indagación en las investigaciones  administrativas referidas en la pregunta 11 del presente cuestionario, así como en otras investigaciones administrativas efectuadas en contra de ACINPRO y de la Organización Recaudadora Sayco- Acinpro.

Cuatro (4) investigaciones culminaron con sanciones de multa, e incluso en el caso de SAYCO se le suspendió la personería jurídica y la autorización de funcionamiento (Resolución No. 014 de 2012), se suspendió al Consejo Directivo (Resolución No. 206 de 2012) y al Revisor Fiscal (Resolución No. 287 de 2012). En el caso concreto de SAYCO existen en la actualidad dos (2) investigaciones en curso.    
16.    Ustedes argumentan, mediante conceptos, que en Colombia solamente las denominadas sociedades de gestión colectiva están facultadas legalmente para gestionar de manera colectiva el derecho de autor y los derechos conexos, porque la DNDA señala que no tiene facultades para impedir los cobros ilegales que hacen sociedades que no están autorizadas por el Estado para hacer dichos recaudos?, en realidad, es decir, fácticamente son sociedades de gestión individual? Solicito comedidamente que ante esta plenaria que se dé un concepto definitivo y no contradictorio en cuanto a la legalidad o no de esas empresas.
La DNDA ha señalado en reiteradas ocasiones en sus conceptos, circulares y capacitaciones que los derechos de autor y conexos pueden ser ejercidos de manera individual o colectiva, precisando que la gestión colectiva es aquella ejercida por una sociedad denominada de “gestión colectiva”, la cual requiere para su constitución obtener personería jurídica y autorización de funcionamiento por parte de la DNDA, quien a su vez ejerce funciones de inspección, vigilancia y control sobe dichas sociedades.

En relación a la legalidad de la gestión individual y de otras formas de asociación nos remitimos a la respuesta dada frente al interrogante 13 del presente cuestionario.  
Cordialmente, 

FERNANDO CARRILLO FLÓREZ 

Ministro del Interior

Elaboró: Felipe García. Director Nacional de Derechos de Autor.

Consolidó: Andrés Buriticá. Director de Asuntos Legislativos.

Aprobó: Juan Camilo Restrepo. Viceministro de Relaciones Políticas. 
� La Decisión Andina 351 de 1993 en su artículo 2º define al autor como: “Persona Física que realiza la creación intelectual”.


� LIPSZYC, Delia, Derecho de Autor y Derechos Conexos. Buenos Aires, Obra Editada por la UNESCO, el Cerlalc y Víctor P. Zavalia, 1993, p. 122.


� “Artículo 182. Los titulares de los derechos de autor y de los derechos conexos podrán transmitirlo a terceros en todo o en parte, a título universal o singular.


Parágrafo.- La transmisión del derecho, sea total o parcial, no comprende los derechos morales consagrados en el artículo 30 de esta Ley.


� Demanda en contra del acto administrativo de la DNDA que concedió personería jurídica a SONATA.


� El acto administrativo por el cual se sanciona a SAYCO aún no está en firme. 


� La Comisión estuvo integrada por las siguientes personas:


1.	Un (1) representante de la Sociedad de Autores y Compositores de Colombia -SAYCO-


2.	Un (1) representante de la Asociación Colombiana de Intérpretes y Productores Fonográficos -ACINPRO-


3.	Un (1) representante de la Entidad de Gestión Colectiva de Derechos de los Productores Audiovisuales -EGEDA COLOMBIA-


4.	Un (1) representante del Centro Colombiano de Derechos Reprográficos -CEDER-


5.	Un (1) representante de la Sociedad Colombiana de Gestión -ACTORES-


6.	Cuatro (4) representante de los autores y compositores


7.	Un (1) representante de la Confederación Internacional de Autores y Compositores -CISAC-


8.	 Un (1) representante de la Asociación Colombiana de Editores Musicales -ACODEM-


9.	Un (1) representante del Consejo Gremial Nacional


10.	Un (1) representante de la Federación Nacional de Comerciantes – FENALCO-


11.	Un (1) representante de los empresarios de conciertos


12.	Un (1) representante de ASOMEDIOS


13.	Un (1) representante de la Universidad del Rosario


14.	Un (1) representante de la Universidad Externado de Colombia


15.	Un (1) representante de la Universidad Javeriana


16.	Un (1) Experto independiente


17.	Un (1) representante del Centro Colombiano del Derecho de Autor –CECOLDA-.


18. 	Un (1) representante de la Asociación Hotelera y Turística de Colombia –COTELCO-





� Circular 11 del 22 de febrero de 2006. “Orientaciones para el cumplimiento de normas sobre Derecho de Autor y Derechos Conexos, en lo pertinente a la autorización previa y expresa que deben obtener los establecimientos abiertos al público por concepto de comunicación pública de la música.


Circular 13 del 28 de mayo de 2008. “Orientaciones para el cumplimiento de normas sobre Derecho de Autor y Derechos Conexos, en lo pertinente a la comunicación pública de obras y prestaciones musicales por parte de establecimientos abiertos al público.”


Circular 18 de 2012 “Orientaciones para el cumplimiento de las normas sobre Derecho de Autor y Derechos Conexos, en lo pertinente a comunicación pública de obras y prestaciones musicales.”


Circular Orientaciones sobre el mercado de licenciamiento del Derecho de Autor y los Derechos Conexos.
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